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	ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“2015, Año de la Lucha Contra el Cáncer”


	



Iniciativa con Proyecto para  adicionar la fracción V al artículo 21, y modificar el contenido del artículo 50 de la Ley de Procedimiento Administrativo del Estado.

· En relación a contemplar un plazo general para todos los actos que no prevén uno en el propio ordenamiento, o en otras disposiciones relativas a esta materia, en especial a los que se refieren a notificaciones nulas o indebidas.

Planteada por la Diputada Lariza Montiel Luis, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional “Alonso Lujambio Irazábal”.

Fecha de Lectura de la Iniciativa: 9 de Septiembre de 2015.

Turnada a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia

Fecha del Dictamen: 18 de Noviembre de 2015.
Decreto No. 220

Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado: P.O. 100 / 15 de Diciembre de 2015.
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE.- 

Iniciativa que presenta la Diputada Lariza Montiel Luis, conjuntamente con los diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ALONSO JOSÉ RICARDO LUJAMBIO IRAZÁBAL” del Partido Acción Nacional, con fundamento en lo dispuesto por los Artículos 59, fracción I,  y 67, fracción I, de la Constitución Política del Estado; y 21, fracción IV, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, sometemos a la consideración de esta Honorable Asamblea, la presente Iniciativa con Proyecto para  adicionar la fracción V al artículo 21, y modificar el contenido del artículo 50 de la Ley de Procedimiento Administrativo del Estado,  al tenor de la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS:

La Ley de Procedimiento Administrativo del Estado es un ordenamiento poco utilizado en la práctica, al parecer por desconocimiento del mismo y de la utilidad que reviste para un sin número de casos, donde, la autoridad no cumple con los elementos mínimos que dan vida y validez a los actos administrativos; para ilustrar, nos permitimos citar las siguientes disposiciones de la ley en comento:

Artículo 1. Esta ley es de orden público e interés social. Se aplicará a los actos, procedimientos y resoluciones de las dependencias, entidades, organismos descentralizados, públicos autónomos, desconcentrados, paraestatales de la Administración Pública del Estado así como de los Municipios, sus dependencias, organismos y entidades paramunicipales respecto a sus actos de autoridad, a los servicios que el estado preste de manera exclusiva, y a los contratos que los particulares sólo puedan celebrar con el mismo y sus municipios, sin perjuicio de lo dispuesto en la propia Constitución del Estado y demás leyes de carácter federal…..

Artículo 3. Esta ley se aplicará de manera supletoria a las diversas leyes, reglamentos y ordenamientos administrativos del Estado y los Municipios con excepción de lo previsto en el Título Cuarto. El Código Procesal Civil del Estado se aplicará a su vez de manera supletoria a esta ley, y en última instancia la Ley Federal del Procedimiento Administrativo se aplicará en lo conducente. 

Artículo 4. Son elementos y requisitos del acto administrativo:

I.
Ser expedido por órgano competente, a través de servidor público, y en caso de que dicho órgano fuere colegiado, reúna las formalidades de la ley o decreto para emitirlo;

II.
Tener objeto que pueda ser materia del mismo; determinado o determinable; preciso en cuanto a las circunstancias de tiempo y lugar, y previsto por la ley;

III.
Cumplir con la finalidad de interés público regulado por las normas en que se concreta, sin que puedan perseguirse distintos fines;

IV.
Constar por escrito y con la firma autógrafa de la autoridad que lo expida, salvo en aquellos casos en que la ley autorice otra forma de expedición;

V.
Estar fundado y motivado;

VI.
Ser expedido sujetándose a las disposiciones relativas al procedimiento administrativo previstas en ésta ley;
VII.
Ser expedido sin que medie dolo o violencia en su emisión;

VIII.
Ser expedido sin que medie error sobre el objeto, causa o motivo, o sobre el fin del acto;

IX.
Ser expedido sin que medie error respecto a la referencia específica de identificación del expediente, documentos o nombre completo de las personas;

X.
Ser expedido señalando lugar y fecha de emisión;

XI.
Mencionar la dependencia, órgano o entidad del cual emana;

XII.
Tratándose de actos administrativos que deban notificarse deberá hacerse mención de la oficina en que se encuentra y puede ser consultado el expediente respectivo;

XIII.
Tratándose de actos administrativos recurribles deberá hacerse mención de los recursos que  procedan, y

XIV.
Ser expedido decidiendo expresamente todos los puntos propuestos por las partes o establecidos por la ley. 

Artículo 5. Los actos administrativos de carácter general, tales como reglamentos, decretos, acuerdos, normas técnicas estatales o los municipios, circulares y formatos, así como los lineamientos, criterios, metodologías, instructivos, directivas, reglas, manuales, disposiciones que tengan por objeto establecer obligaciones específicas cuando no existan condiciones de competencia y cualesquiera de naturaleza análoga a los actos anteriores, que expidan las dependencias y organismos descentralizados o desconcentrados de la administración pública estatal o municipal, deberán publicarse en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado o en su caso en La Gaceta Municipal para que produzcan efectos jurídicos.

Artículo 6. La omisión o irregularidad de los elementos y requisitos exigidos por el Artículo 4 de ésta ley o por las leyes administrativas de las materias de que se trate, producirán, según sea el caso, nulidad o anulabilidad del acto administrativo. 

Artículo 7. La omisión o irregularidad de cualquiera de los elementos o requisitos establecidos en las fracciones I a IX del artículo 4 de la presente ley, producirá la nulidad del acto administrativo, la cual será declarada por el superior jerárquico de la autoridad que lo haya emitido, salvo que el acto impugnado provenga del titular de una dependencia, entidad, órgano descentralizado, desconcentrado, paraestatal o paramunicipal, en cuyo caso la nulidad será declarada por el mismo, incurriendo en responsabilidad de no hacerlo.

El acto administrativo que se declare jurídicamente nulo será inválido; no se presumirá legítimo ni ejecutable; será subsanable, sin perjuicio de que pueda expedirse un nuevo acto. Los particulares no tendrán obligación de cumplirlo y los servidores públicos deberán hacer constar su oposición a ejecutar el acto, fundando y motivando tal negativa. La declaración de nulidad producirá efectos retroactivos.

En caso de que el acto se hubiera consumado, o bien, sea imposible de hecho o de derecho retrotraer sus efectos, sólo dará lugar a la responsabilidad del servidor público que la hubiere emitido u ordenado. 

Artículo 8. La omisión o irregularidad en los elementos y requisitos señalados en las fracciones X a XIV del artículo 4 de ésta ley, producirá la anulabilidad del acto administrativo.

 El acto declarado anulable se considerará válido; gozará de presunción de legitimidad y ejecutividad; será subsanable por los órganos administrativos mediante el pleno cumplimiento de los requisitos exigidos por el ordenamiento jurídico para la plena validez y eficacia del acto. Tanto los servidores públicos como los particulares tendrán obligación de cumplirlo.

El saneamiento del acto declarado anulable producirá efectos retroactivos y el acto se considerará como si siempre hubiere sido válido. 

Sin embargo, en los hechos, casi no vemos que los recursos previstos en esta ley, en especial el llamado procedimiento administrativo, sea utilizado por los particulares para defenderse de los actos de las autoridades que, en un momento determinado no cumplen con las premisas del artículo 4º; o bien, les generan algún tipo de agravio a sus intereses, derechos y garantías.

Es el caso que este ordenamiento, si bien contempla algunos plazos para ciertos medios de defensa, en especial los de que se refieren a notificaciones nulas o indebidas; no contempla en sí un plazo definitivo para que los particulares puedan ejercer sus derechos en contra de actos que los agravian de acuerdo a lo plasmado en el párrafo antes mencionado.

Nos dimos a la tarea de revisar diversas leyes de procedimiento administrativo, encontrando que la mayoría, parecidas a la nuestra en un 85%, presentan la misma característica de ser oscuras en cuanto a los plazos para que los particulares ejerciten los derechos que les son inherentes de acuerdo a los agravios que les genera una determinada autoridad. O bien, como la nuestra, se limitan a decir que: “los plazos serán los que establezcan otras leyes, reglamentos o manuales”.  Sin embargo si bien este tipo de redacción de tipo remisorio es legislativamente válida, enfrenta al particular a un dilema cuando se trata de ejercer determinado recurso, y no existe esa “ley, reglamento o manual”, por ende, hay vacío legal en cuanto al plazo para iniciar el procedimientos respectivo. 

De ahí la necesidad de contar con un plazo general para todos los casos en los que no se puede apelar a un ordenamiento especifico por ausencia del mismo.

En este orden de ideas, consideramos oportuno citar lo que dispone la Ley de Procedimiento Administrativo del Estado de Jalisco y sus Municipios:

Artículo 133. Los actos o resoluciones que emanen de una autoridad administrativa en el desempeño de sus atribuciones, que los interesados estimen antijurídicos, infundados o faltos de motivación, pueden ser impugnados mediante el recurso de revisión, que debe hacer valer por escrito dentro de los veinte días hábiles contados a partir del día siguiente de su notificación o del que tengan conocimiento del acto o resolución de que se trate.

Así las cosas y en atención a los principios de certeza y seguridad jurídica, consideramos oportuno que la Ley de Procedimiento Administrativo de nuestra entidad contemple un plazo general para todos los actos que no prevén uno en el propio ordenamiento, o en otras disposiciones relativas a esta materia.

Por los razonamientos y fundamentos legales expuestos, sometemos a la consideración de este H. Pleno el siguiente proyecto de:

Decreto

ARTÍCULO ÚNICO: Se  adiciona la fracción V al artículo 21, y se  adiciona un segundo párrafo al artículo 50 de la Ley de Procedimiento Administrativo del Estado, cuyo texto quedaría de la siguiente forma:

Artículo 21…..

I…..

II…..

III….

IV……

V. Los particulares podrán ejercitar los recursos y solicitudes establecidos en la presente ley dentro de un plazo de hasta 20 días hábiles, contados a partir del día siguiente al que les fue notificado el acto que los agravia, perjudica o, en su caso, le beneficia y deseen reclamar su ejecución o demostrar que, favoreciendo a una persona o grupo de personas, se causa perjuicio al interés público; siempre y cuando no se trate actos que ya contemplen un plazo determinado en este ordenamiento o en otra ley, reglamento, estatuto, manual o disposición administrativa que resulte aplicable al caso concreto.

El mismo plazo operará cuando, no mediando notificación formal, el afectado o interesado acredite la fecha en que conoció del acto, siempre que no se trate de actos irremediablemente consumados y de imposible reparación de acuerdo al presente ordenamiento y a las leyes que resulten aplicables……

Artículo 50.  Primer párrafo

El plazo para iniciar el procedimiento administrativo será el señalado en la fracción V del artículo 21, en los términos y condiciones establecidos en la misma. 

………………….

TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente decreto entrara en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Publíquese el presente decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SALTILLO, COAHUILA A 09 DEL MES DE SEPTRIEMBRE DE 2015

ATENTAMENTE

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA 

Y UNA VIDA MEJOR Y MAS DIGNA PARA TODOS”

GRUPO PARLAMENTARIO 

“Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”
           DIP. LARIZA MONTIEL LUIS



 DIP. JESÚS DE LEÓN TELLO

      



      COORDINADOR

DIP. YOLANDA OLGA ACUÑA CONTRERAS
      DIP. JOSÉ ARMANDO PRUNEDA VALDEZ
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